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Región de Murcia
Consejería de Hacienda

Dirección General de Tributos

MTVV


	Nº CONSULTA: 4/2003

FECHA CONSULTA: 16/12/2003

Ref. : Consulta sobre aplicación Ley de Tasas.

Consultante: Consejería de Hacienda. Dirección General de la Función Pública. Nóminas y Planificación retributiva.

Tasa Consultada: T010. Tasa General de Administración

OBJETO CONSULTA: Ámbito de aplicación de la exención del apartado2º del art.5 de la Tasa T010.

	


En relación con la consulta realizada por el Ilmo. Sr. Director de la Función Pública de la Consejería de Hacienda, solicitando aclaración respecto a la aplicación de la vigente “Ley de Tasas, Precios Públicos y Contribuciones Especiales”, de 29 de Octubre de 1997, en lo relativo a la aplicación de la “Tasa T010 General de Administración”, esta Dirección General de Tributos, en virtud de las competencias que tiene atribuidas en el Decreto 33/2001 de 27 abril en su artículo 35, 1º, c) emite la siguiente

CONTESTACIÓN

PRIMERO- Plantean la duda de si están exentas o no de la Tasa General de  Administración T010, por el concepto:  “Expedición de certificados y Compulsa de Documentos”  determinados supuestos , en concreto, formulan la siguiente cuestión:


“ Ante las constantes dudas que se plantean sobre la aplicación del citado precepto, sobre todo en lo relativo a la solicitud de certificados del tiempo trabajado en esta Administración, por personas que en la actualidad no prestan servicios en esta Comunidad Autónoma; le solicito criterio sobre como interpretar dicho precepto de forma general y, en particular sobre el caso señalado.”

PRIMERO.-  El anterior supuesto es encuadrable en la Tasa General de Administración (T010), regulada en el Anexo Segundo de la Ley 7/1997, de 29 de octubre, en concreto, el Art. 1, 1º y 2º) del mismo establece que: “ Constituye el hecho imponible de la tasa la realización por la Administración de las siguientes actividades: Emisión de certificados y  Compulsa de Documentos”.


Así pues, en primer lugar, procede examinar el concepto de hecho imponible, dándonos una definición del mismo el artículo 28 de la Ley General Tributaria de 28 de diciembre de 1963, según el cual : “1º) El hecho imponible es el presupuesto de naturaleza jurídica o económica fijado por la ley para configurar cada tributo y cuya realización origina el nacimiento de la obligación tributaria. 2º) El tributo se exigirá con arreglo a la naturaleza jurídica del presupuesto de hecho definido por la Ley, cualquiera que sea la forma o denominación que los interesados le hayan dado, y prescindiendo de los defectos que pudieran afectar a su validez”.

SEGUNDO- A la vista de la citada normativa deviene claro que, en principio, la Administración cuando  expide certificados  y compulsa  documentos, está realizando una actividad que constituye el presupuesto jurídico necesario para el nacimiento del tributo, en este caso, la “Tasa general de Administración por los conceptos emisión de certificados y  compulsa de documento”.

TERCERO.- En segundo lugar, debe analizarse si, en el supuesto planteado y otros en él encuadrables, concurren el resto de elementos que configuran el tributo para determinar , en base a ello, su exigibilidad ; esto es , debe traerse a colación lo relativo a quien considera la Ley sujeto pasivo de la citada Tasa, así como su devengo y posibles bonificaciones y exenciones. 

Ello viene regulado también en la Ley 7/1997, de 29 de octubre, en su artículo 2 Y 3  de la Tasa  T010  referenciada, disponiendo  que: “Son sujetos pasivos de la tasa las personas físicas o jurídicas que soliciten la realización de alguna de las actividades que constituyen el hecho imponible o se beneficien directamente de las mismas”; añadiendo el art.3 que: “La Tasa se devengará  en el momento de la solicitud de realización de actividades  que constituyen el hecho imponible o cuando se trate de actividades para las que no haya mediado solicitud, en el momento de realizarse la actividad administrativa”. Por último, el art. 5º,2ºestablece,que:" Estarán  exentas del pago de esta Tasa:2º La expedición de certificados y compulsa de documentos que solicite el personal de la Administración Autonómica por necesidades propias de la relación funcionarial o laboral de las mismas.” 

CUARTO.- En el presente caso y, por razón de la materia, hemos de acudir a la normativa autonómica, debiéndose tener encuenta   los diferentes colectivos de personal  que integran la Función Pública de la Administración Pública de la Región de Murcia. – Y, para una adecuada delimitación del mismo debe traerse a colación lo establecido en el Texto Refundido de la Ley de la Función Pública de la Región de Murcia, disponiendo éste  que la integran: “ el conjunto de personas vinculadas a la misma por una relación profesional de empleo”, añadiendo el  artículo 3º, relativo a  Clases de personal. 

1. Integran la Función Pública Regional:

a) Los funcionarios propios de la Administración Pública de la Región de Murcia.El personal laboral.c) El personal interino.d) El personal eventual.e) El personal estatutario del Servicio Murciano de Salud.

2. No se integra en la Función Pública Regional: a) El personal que presta servicios en la Asamblea Regional.b) El personal de las Corporaciones Locales de la Región de Murcia.

QUINTO- La anterior delimitación  ha de relacionarse con lo que constituye el núcleo fundamental de los derechos de este personal, más  en concreto, los derechos derivados de la citada relación de servicios, funcionarial o laboral, que les liga con la Administración, específicamente  los que se refieren al puesto de trabajo que se desempeña, debiendo recordarse  que los derechos del personal al servicio de la Administración pública se establecen por las normas, ( texto Refundido de la Función Pública Regional, Estatuto de los Trabajadores, Convenios Colectivos, etc. ); Asímismo, son las propias normas las que ligan,  al puesto de trabajo y a su  desempeño, el contenido de determinados derechos y deberes, que son los que amparan y vinculan al personal en el ejercicio de las  funciones que tienen atribuidas, derechos distintos y compatibles con los  reconocidos de forma genérica a todos los ciudadanos por las leyes y protegidos por éstas. 

SEXTO.- Así pues, los derechos correspondientes  al ejercicio de las funciones  públicas en el ámbito de esta Administración Pública de la Región de Murcia, vendrá determinado por la normativa específica que regule la relación de servicios con la misma, sea esta funcionarial  o laboral, y es esta relación específica de servicio la que habilita,  a las diferentes clases de personal, al desempeño de un puesto de trabajo, de entre los asignados al Cuerpo o Categoría a la que pertenece; si este desempeño efectivamente se produce la relación de servicio despliega todos sus efectos, encontrándose en lo que ha venido denominándose servicio activo.

De esta forma, el primer dato para el despliegue y la efectividad de estos derechos, de carácter específico, es estar en situación de servicio activo, situación  que permite al personal el ejercicio de sus derechos de distinta índole y contenido: económicos, de formación, derecho al ascenso y promoción, etc.,; así se desprende, respecto a los funcionarios, del propio T.R.F.P. , cuyo art.72, relativo a los derechos, antes de su enunciación, especifica que : “ Los funcionarios en servicio activo tienen los siguientes derechos........”

SEPTIMO.- A continuación procede concretar, qué debe entenderse por “ necesidades propias de la relación funcionarial o laboral”, y lo serían todas aquellas derivadas de las mismas , esto es , las inherentes al desempeño del puesto de trabajo y que constituyen un derecho del  personal desde su posición jurídica subjetiva  en sus relaciones con esta  Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, tales como las  derivadas e incluidas en el concepto de carrera administrativa, a saber:  reconocimiento de grado personal, ascensos, trienios, pagas extraordinarias, provisión de puestos mediante  concurso de méritos o libre designación, reingreso al servicio activo....etc. En definitiva, ha de tratarse del  ejercicio de los derechos que por su propia naturaleza están vinculados con  el desempeño del puesto de trabajo que se ocupa o pretende ocuparse, en el mismo ámbito o al que es asignado por alguno de los mecanismos prevenidos en la legislación específica, en función de la clase de personal.

OCTAVO.- Para estos supuestos  y otros análogos sería aplicable la exención establecida en el apartado 2º del art.5º de la Tasa T010, y no lo sería para aquellos otros en los que, la relación que une al personal al servicio de esta Administración Pública Regional, es igual al del resto de personas, esto es,  una situación de sujeción general,  sin implicar  ningún derecho en especial y sometido , en estos casos , a la normativa genérica del ordenamiento jurídico, tal y como acontece en supuestos de esta naturaleza como lo son la participación en bolsas de trabajo, derecho a devolución de tasas, pago de impuestos, precios públicos,etc., en definitiva, situaciones impersonales, desde el punto de vista de la vinculación funcionarial o laboral con la Administración, no generadoras  de derechos específicos y concretos, por constituir una situación objetiva en plano de igualdad con el resto de los ciudadanos.

 En estos casos de vinculación genérica de los ciudadanos con la  Administración, el mantenimiento  de la exención, para el personal de esta Administración Pública,  implicaría un mayor gravamen  para los contribuyentes desde  su posición genérica de  obligados tributarios. Sí así se hiciera nos encontraríamos, desde el punto de vista de legalidad tributaria, ante una situación sin amparo o fundamentación jurídica,y, por ello, susceptible de impugnación por el resto de sujetos pasivos.

A estos  efectos, no debe olvidarse el carácter restrictivo en la concesión y reconocimiento de estos privilegios tributarios, como lo es el  impago de tasas, dicha limitación en el otorgamiento es nota implícita en  toda exención de esta naturaleza, por constituir, su reconocimiento, una discriminación de la regla general de colaboración tributaria obligatoria para todos aquellos que solicitan su prestación y se encuentran  en idéntica situación, tal y como se desprende de lo prevenido en el art.31.1º de la Constitución, donde se establece que todos contribuirán al sostenimiento de las cargas públicas de acuerdo con su capacidad económica.

 Este  criterio es  mantenido por la Jurisprudencia para los supuestos de exenciones tributarias, entre otras, cabe citar: Sentencia de la Audiencia Nacional de 12/02/1993,  la S.T.S.J. de Extremadura de 21 de julio de 1999, Sentencias del  Tribunal Supremo de 20/06/1994, de 9/02/ 2002 y 20 de mayo de 1998, esta última en su Fundamento de Derecho Tercero alude expresamente al carácter restrictivo en la utilización de las exenciones al disponer:  “Sin que resulte viable una interpretación extensiva por impedirlo el carácter privilegiado de la reducción contemplada, excepción clara, aunque justificada a los principios de generalidad e igualdad en el sostenimiento de las cargas públicas, consagrados en el art.31 de la  Constitución, a lo que hay que agregar que, en otro caso, se infringiría  el art.24 de la Ley General Tributaria.” 

Por tanto, a la vista de lo hasta ahora expuesto y en relación con la cuestión   formulada , ha de entenderse   que la expedición de certificados  del tiempo trabajado en esta Administración Regional “por personal que ya no está vinculado con la misma”, esto es, que han dejado de prestar servicios en esta Comunidad Autónoma, no puede entenderse como  una situación  incluida en el concepto de “ relación funcionarial o laboral”, precisamente porque ésta se extinguió cuando cesaron  en su relación subjetiva de prestación de servicios con la misma. Por el contrario, la petición de certificados , siempre y cuando no estén en activo, implica el libre ejercicio de un derecho  y en este caso se encuentran en  el mismo plano que el resto de ciudadanos, y, por ello, sometidos a las mismas exigencias y requisitos para su disfrute, como lo es el pago de la tasa , precio o cualquier otro tipo de contraprestación para obtener la correspondiente prestación del servicio .

NOVENO.- Abundando en el tema de los supuestos de relación funcionarial o laboral parar gozar de la exención en la compulsa y certificado de documentos, cabe distinguir entre  “derecho de compulsa”  y el pago de esta compulsa por dicho personal de esta Administración Pública . En este tema  ha de acudirse tanto a la Ley 30/1992, de 30 de noviembre como al Real decreto 772/1999, de 7 de mayo, así como a la Circular nº2 de 8 de mayo de 1998, de la Dirección General de la Función pública y de la Inspección de los Servicios, donde se establecen normas sobre registro y compulsa de documentos.

a) – Así, con carácter genérico puede observarse que la compulsa de documentos  se realizará sólo cuando  sea obligatorio que en el procedimiento  deba dejarse el documento original, tal y como previene el art. 35,c) de la Ley 30/92, que reconoce el derecho a la devolución de documentos originales “salvo cuando deban obrar en el procedimiento”, únicamente en este caso existirá derecho de compulsa pero no cuando voluntariamente el interesado desea una compulsa , en el mismo sentido los arts. 7º y 8º del R.D. 772/1999, el último de los cuales lleva expresamente por rúbrica “Aportación de copias compulsadas al procedimiento”. Y, en esta materia, en esta Comunidad Autónoma la Circular  mencionada en sus normas 5ª y 7ª, establece respectivamente que: 5ª) “Personal al Servicio de la Administración Regional: Las relaciones de la Administración con el personal a su servicio, siempre que tengan carácter exclusivo y no se dirijan al Ciudadano en general se documentarán conforme al procedimiento específico, sin que en principio le resulte de aplicación las normas antes indicadas sobre compulsa de documentos, quedando atribuida en este supuesto, la actividad de compulsa  a la Unidad Administrativa de gestión correspondiente.” 7ª) Devengo de la Tasa por la Actividad de Compulsa de Documentos: La actividad de compulsa genera en el ciudadano la obligación de devengo de una tasa fiscal, conforme a la Ley 7/1997, de 29 de octubre de Tasas, Precios Públicos y Contribuciones Especiales.”

b) A lo anterior debe añadirse que la aplicación de los tributos , en el presente caso la tasa T010 “ Expedición de certificados y compulsa de documentos”, forma parte de los procedimientos tributarios  que se rigen por su normativa específica y supletoriamente por la Ley 30/92, así como por el Real Decreto 772/ 1999, y en el ámbito autonómico de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia por la precitada ley de Tasas y precios Públicos de 29 de octubre de 1997, de conformidad con lo establecido en al Disposición Adicional Quinta de la mencionada Ley 30/92, sin admitirse una interpretación extensiva ni analógica de la norma por prohibición de la Ley General Tributaria establecida en su art.23.


En el tema del contenido de la relación de servicios, puede citarse la Sentencia del Tribunal Constitucional de 11 de junio de 1987 , donde se alude al mismo  , entendiendo el alto tribunal que incluye” la adquisición y pérdida de la condición de funcionario, las condiciones de promoción en la carrera administrativa, las situaciones que en ella deben darse, los derechos y  deberes, tales como el régimen disciplinario”.

Por último, recordar la prohibición de la analogía en la aplicación de las normas en el ámbito tributario  según establece el citado artículo 23,3º de la Ley General Tributaria al disponer que : “No se admitirá la analogía para extender más allá de sus términos estrictos el ámbito del hecho imponible o el de las exenciones o bonificaciones.” 

En consecuencia con lo anterior, esta Dirección General estima:
1º- El principio de legalidad tributaria conlleva que, la exención del párrafo 2º del artº 5º de la  ley de Tasas, no se aplique  de una forma amplia sino con carácter restrictivo y no analógico, ciñéndose  a su naturaleza  y ámbito específico, esto es , el de los derechos surgidos por la vinculación especial del personal con la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, criterio que se desprende de la propia Ley General Tributaria , cuyo artículo 23, 3º referenciado prohíbe la analogía o las interpretaciones extensivas ; en consecuencia , el personal de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia , funcionarial o laboral , está obligado al pago de la tasa T010 por expedición de certificados y compulsa de documentos en los supuestos de participación  en convocatorias de oposiciones o en convocatorias   de bolsas de trabajo en plano de igualdad con el resto de ciudadanos , mientras que por el contrario estarán exonerados de su pago cuando se trate de convocatoria de concurso de méritos el seno de esta Comunidad Autónoma  y, por consiguiente, también estarán exentos los certificados necesarios para acreditación de méritos, por estar inmersos los  citados concursos de méritos en el concepto de carrera administrativa o laboral. 

2º.- En cada uno de los supuestos en los que se planteen dudas sobre la apreciación o no de la exención, debe acudirse a la normativa funcionarial o laboral vigente, y comprobar que nos encontramos ante el ejercicio de un derecho reconocido expresamente  y de forma específica por el ordenamiento jurídico

 al personal de la Administración, por ser inherente a la relación jurídica de servicio con la misma y a la posición subjetiva específica de ella derivada. Principio de legalidad tributaria recogido expresamente en el art. 10 de la L.G.T. y reiterado por la jurisprudencia , entre otras, la Sentencia  del Tribunal Supremo de 29 de mayo de 2001.

3º.- Sin perjuicio de lo indicado y como complemento a ello, debe recordarse que  la diversidad  de situaciones administrativas o laborales, en función del tipo de personal, impiden efectuar un catálogo concreto y pormenorizado de supuestos encuadrables en la exención , el deslinde entre la aplicación o no de la misma es conveniente realizarlo a la vista de la normativa vigente y del caso particular que se presenta, dentro de los límites referenciados en este informe.

En base a lo expuesto, la Dirección General de la Función Pública así como el resto de Consejerías de esta Comunidad Autónoma ,  deben exigir el abono de la tasa T010 por el concepto "expedición de certificados y compulsa de documentos ", al personal que presta servicios en la Administración de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, siempre y cuando se trate de  situaciones genéricas en situación de igualdad con el resto de ciudadanos y no se trate de situaciones propias y derivadas de la relación de servicios, siempre y cuando en este último caso permanezca  en activo todo ello en los términos indicados en el cuerpo de este informe,  de conformidad a lo establecido en el citado artº 5º, apartado segundo  de la Tasa T010, regulada en la Ley 7/1997, de 29 de octubre y  siempre y cuando concurran las características , naturaleza de la actividad y límites mencionados. 

Murcia 16 de diciembre de 2003

VºBº

EL DIRECTOR GENERAL DE TRIBUTOS

LA ASESORA JURIDICA

Fdo.:Miguel Ángel Blanes Pascual      Fdo:Mª Teresa Verdú Verdú

Adjunto se remite contestación a la consulta planteada por el Ilmo. Sr. Director General de la Función Pública de la Consejería de Hacienda, sobre la aplicación de la tasa T010, “Tasa General de Administración”, de la vigente Ley de Tasas y Precios Públicos de 29 de octubre de 1997 de esta Comunidad Autónoma.
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